
EXAMEN 
 

 
1. El principio de tutela judicial efectiva en un procedimiento administrativo implica: 

a. Que los solicitantes puedan defender sus intereses en el procedimiento administrativo con 
un plazo de alegaciones o de audiencia en defensa de sus derechos e intereses legítimos. 

b. Que los solicitantes pueden solicitar en cualquier momento que se abra un trámite de 
alegaciones en defensa de sus derechos, esté previsto en la normativa del procedimiento 
o no. 

c. No se aplica este principio en el derecho administrativo. 
 

2. El principio de igualdad en relación con el establecimiento de una ordenanza fiscal implica: 
a. Que todas las tarifas deben de ser iguales, no pudiendo introducir bonificaciones ni 

exenciones en la ordenanza fiscal en ningún caso. 
b. Que todas las ordenanzas fiscales deben tener el mismo devengo. 
c. Que no pueden establecerse bonificaciones ni exenciones con motivo del 

empadronamiento en el municipio, ya que vulnera el principio de igualdad. 
 

3. Conforme al principio de irretroactividad en el procedimiento sancionador: 
a. Las disposiciones sancionadoras no tienen efecto retroactivo. 
b. Las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al 

presunto infractor o al infractor, tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como 
a la sanción y a sus plazos de prescripción, incluso respecto de las sanciones pendientes 
de cumplimiento al entrar en vigor la nueva disposición. 

c. Las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo cuando desfavorezcan al 
presunto infractor, aumentando la gravedad de la sanción. 
 

4. Son actos nulos: 
a. Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del 

territorio. 
b. Los que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluida la desviación 

de poder. 
c. Los que se dictan en procedimientos sancionadores, exclusivamente. 

 
5. Los actos anulables: 

a. Podrán ser convalidados, subsanando los vicios que adolezcan. 
b. No pueden ser convalidados en ningún caso. 
c. No pueden ser subsanados. 

 
6. En un procedimiento sancionador, el órgano competente para resolver: 

a. Dicta resolución una vez concluida la instrucción del procedimiento y en base a la 
propuesta de resolución dictada por el instructor. 

b. Dicta resolución a la vista de las pruebas expuestas, sin que exista una fase previa de 
instrucción. 

c. Dicta resolución, haya concluido o no la instrucción, ya que el órgano competente para 
resolver puede concluir el procedimiento cuando lo estime conveniente. 
 
 
 



7. Se podrán establecer tasas: 
a. Por cualquier servicio o actuación que realice la entidad local, sea de su competencia o 

no. 
b. Por la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público local, así 

como por la prestación de servicios públicos o la realización de actividades 
administrativas de competencia local que se refieran, afecten o beneficien de modo 
particular a los sujetos pasivos. 

c. Por la prestación de servicios o la realización de actividades que también se presten en el 
sector privado, conforme a las normas de mercado. 
 

8. La Tesorería del Ayuntamiento comprende: 
a. Todos los recursos financieros, sean dinero, valores o créditos, de la entidad local, tanto 

por operaciones presupuestarias como extrapresupuestarias. 
b. Los recursos financieros y el dinero en caja, solo de operaciones presupuestarias. 
c. El dinero que tiene el Ayuntamiento en las cuentas bancarias, que tienen tratamiento no 

presupuestario. 
 

9. La base imponible del Impuesto de Bienes Inmuebles es: 
a. El valor catastral de los bienes inmuebles. 
b. El valor de mercado de los bienes inmuebles. 
c. El valor de compraventa de los bienes inmuebles. 

 
10. Ante la formulación de un reparo por el Interventor del Ayuntamiento, el órgano competente 

para resolver la discrepancia será: 
a. El Pleno en todo caso. 
b. El Pleno cuando se trate de reparos basados en la insuficiencia o inadecuación del crédito, 

así como cuando se refieran a obligaciones o gastos cuya aprobación sea competencia del 
Pleno. 

c. El Alcalde en todo caso. 
 

11. Los municipios de población superior a 5.000 habitantes e inferior a 20.000 habitantes 
deberán prestar en todo caso los servicios de: 

a. Parque público, biblioteca pública y tratamiento de residuos. 
b. Exclusivamente alumbrado público, cementerio, recogida de residuos, limpieza viaria, 

acceso a los núcleos de población y pavimentación de las vías públicas. 
c. Transporte colectivo urbano de viajeros y medio ambiente urbano. 

 
12. Para el establecimiento de una tasa, es preceptiva la emisión de: 

a. Informe técnico-económico en el que se ponga de manifiesto el valor de mercado o la 
previsible cobertura del coste, que debe emitirse antes de la adopción del acuerdo. 

b. Informe del concejal del área de Hacienda justificando la imposición de la tasa. 
c. Informe de recursos humanos sobre la afectación de la tasa al personal del Ayuntamiento. 

 
13. Contra el acuerdo de establecimiento de una tasa adoptado por el Pleno se puede interponer: 

a. Recurso de reposición. 
b. Recurso contencioso-administrativo. 
c. Recurso de alzada. 

 
 



14. Los funcionarios de carrera pueden solicitar excedencia por: 
a. Exceso de tareas que conlleve cansancio intelectual y físico con el correspondiente 

informe médico. 
b. Interés particular, cuando hayan prestado servicios efectivos en cualquiera de las 

Administraciones Públicas durante un periodo mínimo de cinco años inmediatamente 
anteriores. 

c. Acoso laboral, siempre que los hechos se hayan producido en los últimos seis años y 
hayan sido denunciados. 
 

15. De conformidad con el art. 14 de la CE. 
a. Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por 

razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o 
circunstancia personal o social. 

b. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre 
desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son 
fundamento del orden político y de la paz social. 

c. Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, 
puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. 
 

16. El Art. 21 de la CE reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este 
derecho: 

a. Requiere autorización de la Comunidad Autónoma correspondiente. 
b. No necesitará autorización previa. 
c. Requiere autorización del Gobierno. 

 
17. De acuerdo con el art. 5 de la Ley Orgánica 3/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y 

hombres: 
a. No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una 

diferencia de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a 
la naturaleza de las actividades profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a 
cabo, dicha característica constituya un requisito profesional esencial y determinante, 
siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado. 

b. Constituirá en cualquier caso discriminación una diferencia de trato basada en una 
característica relacionada con el sexo en el acceso al empleo. 

c. El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es aplicable 
en el ámbito del el del empleo público exclusivamente.  
 

18. Los titulares de los órganos administrativos podrán, en materias de su competencia, delegar 
la firma de sus resoluciones y actos administrativos en los titulares de los órganos o unidades 
administrativas que de ellos dependan, dentro de los límites señalados. 

a. La delegación de firma alterará la competencia del órgano delegante y para su validez será 
necesaria su publicación. 

b. La delegación de firma no alterará la competencia del órgano delegante y para su validez 
no será necesaria su publicación. 

c. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación no se hará constar esta 
circunstancia ni la autoridad de procedencia. 

 



19. De acuerdo con el art. 40 de Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 

a. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de 15 días a partir de la fecha en que 
el acto haya sido dictado. 

b. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de 20 días a partir de la fecha en que 
el acto haya sido dictado. 

c. Toda notificación deberá ser cursada dentro del plazo de 10 días a partir de la fecha en que 
el acto haya sido dictado. 

 
20. En las notificaciones por medios electrónicos, se entiende por comparecencia en la sede 

electrónica: 
a. El acceso por el interesado o su representante debidamente identificado al contenido de 

la notificación 
b. El acceso por el interesado debidamente identificado al contenido de la notificación 
c. El acceso por el interesado al contenido de la notificación, sin necesidad de identificación. 

 
21. Los actos administrativos que pongan fin a la vía administrativa podrán ser recurridos 

potestativamente en reposición ante el mismo órgano que los hubiera dictado o ser 
impugnados directamente ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo. 

a. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un mes, si el acto fuera 
expreso. 

b.  El plazo para la interposición del recurso de reposición será de tres meses, si el acto fuera 
expreso. 

c. El plazo para la interposición del recurso de reposición será de 10 días naturales, si el acto 
fuera expreso. 
 

22. De acuerdo con el RDL 5/2015, Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, son faltas muy graves: 

a. El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Estatutos de 
Autonomía 

b. El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o 
funciones que tienen encomendadas 

c. Ambas respuestas anteriores son faltas muy graves. 
 

23. Los tributos que establezcan las entidades locales respetarán, en todo caso, los siguientes 
principios: Señale la respuesta incorrecta. 

a. No someter a gravamen bienes situados, actividades desarrolladas, rendimientos 
originados ni gastos realizados fuera del territorio de la respectiva entidad 

b. No gravar, como tales, negocios, actos o hechos celebrados o realizados fuera del 
territorio de la Entidad impositora, ni el ejercicio o la transmisión de bienes, derechos u 
obligaciones que no hayan nacido ni hubieran de cumplirse en dicho territorio. 

c. Podrán someter a gravamen bienes situados fuera del territorio siempre que tenga 
actividad comercial que repercuta en el territorio. 

 

 

  



24.  Se podrán exigir precios públicos por uno de los servicios y actividades siguientes: 
a. Abastecimiento de aguas en fuentes públicas. 
b.  Inscripción en actividades deportivas municipales 
c. Enseñanza en los niveles de Educación Obligatoria. 

 
25. ¿Cuál es el umbral económico para considerar a un contrato de servicios adjudicado por una 

entidad local como contrato sujeto a regulación armonizada? 
a. 143.000 euros 
b. 221.000 euros. 
c. 750.000 euros. 

 
26. Según el artículo 135 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 

por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento 
Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, cuando se trate de 
un contrato sujeto a regulación armonizada, el anuncio de licitación, además de en la 
Plataforma de Contratación del Sector Público, ha de publicarse en: 

a. El Boletín Oficial del Estado. 
b. En el Diario Oficial de la Unión Europea. 
c. No es necesario, basta con la publicación en la Plataforma de Contratación del sector 

Público. 
 

27. La condición de personal eventual, ¿podrá constituir un mérito para el acceso a la Función 
Pública o la promoción interna?: 

a. Si. 
b. En ningún caso. 
c. Solo para la promoción interna. 

 
28. Las retribuciones que retribuyen las características de los puestos de trabajo, la carrera 

profesional o el desempeño, rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario se 
denominan: 

a. Complementarias 
b. Básicas 
c. Ninguna de las dos respuestas anteriores es correcta. 

 
29. ¿Puede sustituirse el período de vacaciones anuales retribuidas de los funcionarios públicos 

por una cuantía económica? 
a. Si, 
b. No, nunca. 
c. Depende de la categoría. 

 
30. Según el artículo 52 del Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 

¿cuál de los siguientes principios no ha de regir la actuación de los empleados públicos? 
a. Transparencia. 
b. Objetividad. 
c. Celeridad. 

 
 
 



31. Según el artículo 55 del Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
¿cuáles de los siguientes principios han de regir en España el acceso a un empleo público? 

a. Igualdad, legalidad y mérito. 
b. Igualdad, mérito y capacidad. 
c. Legalidad, capacidad e igualdad. 

 
32. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 del Texto refundido de la Ley del Estatuto 

Básico del Empleado Público, ¿el cambio de nacionalidad es una causa de pérdida de la 
relación de servicio de un funcionario de carrera? 

a. Si. 
b. No. 
c. Depende de la nueva nacionalidad que se adquiera. 

 
33. Atendiendo a lo dispuesto en el artículo 92 del Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 

del Empleado Público, las situaciones administrativas del personal laboral se rigen por: 
a. El Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real 

Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. 
b. Por el Estatuto de los Trabajadores y los convenios colectivos que les sean aplicables. 
c. Ambas respuestas son correctas. 

 
34. Según el artículo 93.2 del Texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 

los funcionarios públicos o el personal laboral que indujeren a otros a la realización de actos 
o conductas constitutivos de falta disciplinaria, ¿incurrirán en la misma responsabilidad que 
éstos?: 

a. Si. 
b. No. 
c. Solo en el caso de faltas graves o muy graves. 

 
35. En virtud de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 

Garantía de los Derechos Digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de 
edad únicamente podrá fundarse en su consentimiento cuando sea mayor de: 

a. Catorce años. 
b. Dieciséis años. 
c. Dieciocho años. 
 

36. En virtud de la Ley Orgánica 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, la Administración General del Estado desarrollará un 
Portal de Transparencia dependiente del: 

a. Ministerio de Hacienda. 
b. Ministerio del Interior. 
c. Ministerio de la Presidencia. 

 

37. En virtud de la Ley Orgánica 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, la información sujeta a las obligaciones de 
transparencia será publicada en: 

a. En sedes electrónicas o páginas web. 
b. En el boletín oficial de la Comunidad de Madrid. 
c. En sedes electrónicas o páginas web y tablón de anuncios municipal. 

 



38. En virtud de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, la 
transferencia al contratista del riesgo operacional tiene lugar en el/los: 

a. Contrato de servicios, contrato de concesión de obras y contrato de concesión de 
servicios. 

b. Contrato de concesión de servicios. 
c. Contrato de concesión de obras y contrato de concesión de servicios. 
 

39. El contrato de concesión de obras es un contrato que tiene por objeto la realización por el 
concesionario de algunas de las prestaciones de las reguladas en el artículo 13, incluidas las 
de restauración y reparación de construcciones existentes, así como la conservación y 
mantenimiento de los elementos construidos. El contrato podrá comprender, además, el 
siguiente contenido: 

a. La adecuación de la obra para adaptarla a las características técnicas y funcionales 
requeridas para la correcta prestación de los servicios o la realización de las actividades 
económicas a las que sirve de soporte material. 

b. La reforma de la obra para adaptarla a las características técnicas y funcionales requeridas 
para la correcta prestación de los servicios o la realización de las actividades económicas 
a las que sirve de soporte material. 

c. Todas las anteriores son correctas. 
 

40. Son contratos de suministro: 
a. Aquel en cuya virtud uno o varios poderes adjudicadores encomiendan a título oneroso a 

una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación sea 
de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida bien por el 
derecho a explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho acompañado 
del de percibir un precio. 

b. Los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, 
con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles. 

c. Aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una 
actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, 
incluyendo aquellos en que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma 
sucesiva y por precio unitario. 

 
 
 

PREGUNTAS DE RESERVA 
 

 
1. Una notificación a una persona jurídica se realizará: 

a. En papel preferentemente, si no recibe la notificación el plazo correspondiente se podrá 
efectuar la notificación de nuevo telemáticamente. 

b. Por medios electrónicos. 
c. Por el medio que hubiese indicado la persona jurídica en su solicitud, ya sea en papel o 

electrónicamente. 
 
 
 
 

 



2. En virtud de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, son causas de 
anulabilidad de un contrato: 

a. La falta de capacidad de obrar o solvencia económica financiera y la carencia o 
insuficiencia de crédito entre otras. 

b. La ausencia de crédito y el incumplimiento de las circunstancias y requisitos exigidos para 
la modificación de los contratos en los artículos 204 y 205 entre otros. 

c. El incumplimiento de las circunstancias y requisitos exigidos para la modificación de los 
contratos en los artículos 204 y 205 y todas aquellas disposiciones emanadas de poder 
adjudicador que otorguen ventajas a las empresas que hayan contratado previamente con 
cualquier Administración, entre otras. 

 
3. El procedimiento mediante el cual se mide y valora la conducta profesional y el rendimiento 

o el logro de resultados de los empleados públicos se denomina: 
a. Promoción interna. 
b. Evaluación del desempeño. 
c. Carrera Profesional. 

 
4. En virtud de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 

Garantía de los Derechos Digitales, los derechos de las personas regulados en los artículos 
13 a 18 son: 

a. Derecho de acceso, derecho de rectificación, derecho de supresión, derecho a la 
limitación del tratamiento, derecho a la portabilidad y derecho de impugnación. 

b. Derecho de acceso, derecho de rectificación, derecho de supresión, derecho de revisión, 
derecho a la portabilidad y derecho de oposición. 

c. Derecho de acceso, derecho de rectificación, derecho de supresión, derecho a la 
limitación del tratamiento, derecho a la portabilidad y derecho de oposición. 

 


